Radicación: 666823104001-2020-00076-01

Accionante: MANUEL FRANCISCO SALAZAR NARVÁEZ  

Accionado: INPEC y otros   

Decisión: La Sala se abstiene de desatar la alzada por incumplimiento del requisito del interés para recurrir por parte del impugnante


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RECURSO DE APELACIÓN / REQUISITOS DEL APELANTE / TENER INTERÉS JURÍDICO PARA RECURRIR / SIGNIFICADO.
… la Juez A Quo profirió sentencia en las calendas del 27 de marzo de 2020, mediante la cual decidió amparar los derechos fundamentales a la dignidad humana, salud e integridad personal del señor Manuel Francisco, acorde con lo cual, le ordenó al INPEC, al Comandante de la Policía de Santa Rosa de Cabal y la Alcaldía de Santa Rosa de cabal, que procedieran a trasladar al accionante en el menor tiempo posible, y sin exceder 8 días, a un establecimiento de reclusión de orden nacional o distrital que pueda albergarlo y que esté apto para recibirlo en custodia…
Inconforme con lo decidido por el Despacho de conocimiento, el Director del Establecimiento Penitenciario… de Pereira… presentó de manera oportuna un escrito mediante el cual impugnó dicha sentencia. Para fundamentar su discrepancia, el recurrente expuso que a pesar de NO habérsele dictado ninguna orden directa, sospecha que lo que va a acontecer, como ocurre con la mayoría de privados de la libertad que interponen acciones de tutela, por una u otra circunstancia ese Establecimiento se ve abocado a recibirlos. (…)

… si revisamos la sentencia de marras concluye la Colegiatura que el recurso de impugnación que fue presentado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira no tiene asidero alguno, pues resulta claro que el mismo se funda en un mero temor, y no en un hecho cierto, real, existente y verificable. (…)
… debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho de que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio…
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	Radicación:
	666823104001-2020-00076-01

	Procedencia: 
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal

	Accionante:   
	MANUEL FRANCISCO SALAZAR NARVÁEZ  

	Accionado:
	INPEC y otros   

	Decisión: 
	   La Sala se abstiene de desatar la impugnación


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el 27 de marzo de 2020, dentro de la solicitud de amparo constitucional deprecada por el señor MANUEL FRANCISCO SALAZAR NARVÁEZ.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

El señor Manuel Francisco Salazar Narváez instauró acción de tutela en contra de la Dirección General del INPEC, Dirección Regional Viejo Caldas, y el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales básicos como persona privada de la libertad.  

Los hechos del libelo se contraen en afirmar que, pese a que un Juez dictó en su contra medida de aseguramiento de detención preventiva a órdenes del INPEC, todavía se encontraba recluido en la Estación de Policía del Municipio de Santa Rosa de Cabal, sitio que no cuenta con las condiciones logísticas ni de habitabilidad para albergar personas privadas de la libertad, mucho menos para él, dado que se encuentra en condición de discapacidad, postrado en cama por herida de arma de fuego. 
En consecuencia, pidió el accionante que se ordene al INPEC su traslado a un centro carcelario. 

ANTECEDENTES PROCESALES:
El Despacho de instancia admitió la acción mediante auto del 12 de marzo de 2020, ordenando correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las accionadas; además, ordenó la vinculación oficiosa del Ministerio de Justicia, el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, la Defensoría del Pueblo de Risaralda, el Fondo de Atención en Salud PPL, la USPEC, el Comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, la Gobernación de Risaralda, la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal y el “Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad”. 

Más adelante, al verificar la situación fáctica planteada, y cotejar lo dicho con las pruebas arrimadas a la actuación, la Juez A Quo profirió sentencia en las calendas del 27 de marzo de 2020, mediante la cual decidió amparar los derechos fundamentales a la dignidad humana, salud e integridad personal del señor Manuel Francisco, acorde con lo cual, le ordenó al INPEC, al Comandante de la Policía de Santa Rosa de Cabal y la Alcaldía de Santa Rosa de cabal, que procedieran a trasladar al accionante en el menor tiempo posible, y sin exceder 8 días, a un establecimiento de reclusión de orden nacional o distrital que pueda albergarlo y que esté apto para recibirlo en custodia, teniendo en consideración su discapacidad, debiéndose dar prelación al cupo que exista en la cárcel más cercana a esa localidad, de modo que no genere una situación de hacinamiento en el Establecimiento penitenciario receptor e informándole al Juez que lo tenga a su disposición. 

Por otro lado, le ordenó a la USPEC, el INPEC y al Alcalde de Santa Rosa de Cabal que, de manera coordinada, y dentro de las 24 horas siguientes a la notificación de la sentencia, pusieran a disposición del accionante un kit de aseo, colchoneta, almohada, sábanas y cobija, garantizando que cuente con espacio adecuado y servicio de baño. 


Así mismo, le ordenó a la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal que asumiera la prestación de los servicios de salud que llegue a requerir el accionante a través del régimen subsidiado, y le garantice su continuidad hasta tanto el mismo sea asumido por la USPEC o hasta tanto él recobre su libertad. 

De igual manera, le pidió a la Defensoría del Pueblo que realizara visitas periódicas a la Estación de Policía de Santa Rosa de cabal, con el fin de determinar las condiciones de reclusión del accionante, verificando la efectividad de sus derechos fundamentales. 

FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
Inconforme con lo decidido por el Despacho de conocimiento, el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, O.L. Jorge Iván Osorio Aguirre, presentó de manera oportuna un escrito mediante el cual impugnó dicha sentencia. Para fundamentar su discrepancia, el recurrente expuso que a pesar de NO habérsele dictado ninguna orden directa, sospecha que lo que va a acontecer, como ocurre con la mayoría de privados de la libertad que interponen acciones de tutela, por una u otra circunstancia ese Establecimiento se ve abocado a recibirlos. 
Argumentó que la Cárcel de varones de Pereira presenta altísimos índices de hacinamiento, y que no reúne las condiciones para albergar más privados de la libertad, mucho menos en condiciones de discapacidad. Además, se debería tener en cuenta lo dicho por la Procuraduría, en relación con el deber que tienen los Entes Territoriales de atender a las personas detenidas en calidad de sindicados. Además, aclaró que ese Establecimiento tiene restricción para recibir privados de la libertad, acorde con lo ordenado por el Juzgado 4º Laboral del Circuito de Pereira en sentencia proferida en el Rad. 2019-00443. 

En consecuencia, pidió que se niegue el traslado del accionante hacia esa cárcel. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  
En el presente asunto, observa la Sala que la pretensión de la entidad impugnante se circunscribe a obtener la revocatoria del fallo de primer nivel, debido al temor que le asiste en el sentido que las órdenes dictadas en el fallo de primer nivel pudieran derivar en una orden de traslado del privado de la libertad hacia ese Establecimiento Carcelario. 

A pesar de lo anterior, si revisamos la sentencia de marras concluye la Colegiatura que el recurso de impugnación que fue presentado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira no tiene asidero alguno, pues resulta claro que el mismo se funda en un mero temor, y no en un hecho cierto, real, existente y verificable. 

Y es que como se puede observar, el fallo de tutela, como bien lo sostuvo el apelante, no emitió absolutamente ninguna orden en contra de la Cárcel de Pereira, sino que la responsabilidad de cumplir lo allí ordenado quedó en cabeza del Director General del INPEC, oficina que desde luego deberá, antes de disponer el traslado del privado de la libertad, asegurarse, como en la sentencia se indicó, que no se genere una situación de hacinamiento en el Establecimiento penitenciario receptor, así como tener en consideración el fallo de tutela al cual hizo alusión el recurrente, en el que un Juzgado Laboral de la ciudad restringió la recepción de más detenidos en ese lugar. 

En concordancia con lo anterior, debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada con el hecho de que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio, de tal suerte que no esté llamado a prosperar el reclamo formulado por parte del Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira. 
Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación lo que la Corte, en Sala de Casación Penal, ha dicho al respecto, en los siguientes términos: 

“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.”
Teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, no es necesario entrar a hacer un estudio más profundo del presente asunto, el cual, como ya se dijo, más bien parece ser originado por un error de interpretación en que incurrió el impugnante, que innecesariamente la llevó a promover el recurso de impugnación en contra de una decisión que de manera alguna le afectaba ni le incumbía, lo que se traduce en una ausencia de interés jurídico, en virtud de lo cual, la Sala se abstendrá de pronunciarse frente al presente asunto.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: ABSTENERSE de desatar la impugnación interpuesta por el DIRECTOR DEL ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE PEREIRA, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, dentro de la acción de tutela promovida por el señor MANUEL FRANCISCO SALAZAR NARVÁEZ.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

TERCERO: REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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